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Resumen

Este artículo aborda el debate jurídico surgido en torno a la Ley N.º 31751, 
vigente desde mayo de 2023, que establece un plazo máximo de un año para 
la suspensión de la prescripción de la acción penal en el Perú. La norma, 
concebida para asegurar mayor certeza jurídica, ha provocado respuestas en-
contradas en el ámbito judicial, especialmente tras el Acuerdo Plenario Nº 
5-2023/CIJ-112, que intentó expandir su interpretación mediante criterios 
judiciales cuestionados por su activismo e inseguridad jurídica. El objetivo de 
esta investigación es determinar la constitucionalidad y legalidad del límite 
temporal impuesto por dicha ley, evaluando si su aplicación garantiza el res-
peto a los principios de legalidad, debido proceso, presunción de inocencia 
e independencia judicial. Se adopta un enfoque cualitativo, sustentado en el 
análisis doctrinal (Mir Puig, 2013; Binder, 2016), normativa penal vigente, 
y jurisprudencia reciente como la STC Nº 174-2024-PHC/TC del Tribu-
nal Constitucional, que ratifica la validez del límite temporal. Los resultados 
muestran que el plazo de suspensión fijado por la ley no solo es constitucio-
nal, sino necesario para evitar una persecución penal indefinida. Asimismo, 
se concluye que las interpretaciones expansivas promovidas desde algunos 
sectores jurisdiccionales contradicen el principio de legalidad y debilitan la 
seguridad jurídica. Se propone reforzar la aplicación estricta de la Ley N.º 
31751 y fomentar una línea jurisprudencial coherente y respetuosa del Estado 
de Derecho. El estudio es relevante para jueces, fiscales, defensores, legislado-
res y académicos comprometidos con una justicia penal efectiva y equilibrada.

Palabras clave: Prescripción de la acción penal, Ley N.º 31751, principio de 
legalidad, activismo judicial, independencia judicial, Estado de Derecho, con-
trol constitucional.
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Abstract

This article explores the legal controversy surrounding Law No. 31751, enac-
ted in May 2023 in Peru, which establishes a maximum one-year period for 
suspending the statute of limitations in criminal proceedings. The regulation, 
aimed at enhancing legal certainty, has sparked significant debate among le-
gal scholars and practitioners, particularly following Plenary Agreement No. 
5-2023/CIJ-112, which sought to broaden the suspension period through 
judicial activism. The study aims to assess the constitutionality and legality 
of the one-year limit, examining whether it aligns with fundamental prin-
ciples such as legality, due process, presumption of innocence, and judicial 
independence. A qualitative methodology is applied, involving critical review 
of doctrinal sources (Mir Puig, 2013; Binder, 2016), Peruvian criminal legis-
lation, and key rulings, especially Constitutional Court Decision No. 174-
2024-PHC/TC, which upholds the law’s validity. Findings indicate that the 
time limit imposed by Law No. 31751 is not only constitutionally sound but 
essential to prevent indefinite prosecution and judicial arbitrariness. The stu-
dy concludes that expansive judicial interpretations undermine legal certainty 
and contradict the rule of law. It recommends a strict adherence to the statu-
tory framework and urges the development of consistent jurisprudence that 
respects the balance between prosecutorial effectiveness and individual rights. 
This research is especially relevant for judges, prosecutors, defense attorneys, 
legislators, and scholars seeking to strengthen fair and sustainable criminal 
justice in Peru.

Keywords: Statute of limitations in criminal proceedings, Law No. 31751, 
Principle of legality, Judicial activism, Judicial Independence, Rule of law, 
Constitutional review.

	 INTRODUCCIÓN

La prescripción de la acción penal constituye uno de los pilares fundamentales 
del derecho penal moderno, en tanto impone un límite temporal al ejercicio del ius 
puniendi por parte del Estado. Esta figura no solo tiene una función técnico-procesal, 
sino que responde a principios esenciales del Estado de Derecho, como la seguridad 
jurídica, el respeto a la dignidad de la persona humana, y la garantía de que ningu-
na persona sea sometida a una persecución penal indefinida o arbitraria (Mir Puig, 
2013; Binder, 2016). En efecto, al delimitar el tiempo dentro del cual puede activarse 
la respuesta penal, la prescripción contribuye a la estabilidad de las relaciones sociales 
y a la protección de derechos fundamentales, en particular la presunción de inocencia 
y el derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

En el ordenamiento jurídico peruano, esta garantía ha sido objeto de una recien-
te reforma normativa mediante la promulgación de la Ley N.º 31751, publicada el 
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25 de mayo de 2023. Dicha ley introdujo un cambio relevante al establecer expresa-
mente un plazo máximo de un año para la suspensión de la prescripción de la acción 
penal, respondiendo a una necesidad urgente de poner fin a las interpretaciones ju-
diciales amplificadas o ambiguas que venían permitiendo prolongaciones indefinidas 
de los procesos penales, muchas veces sin justificación objetiva ni control efectivo 
(Giammpol Taboada Pilco, 2025). Esta disposición se planteó como un mecanismo 
de contención frente a la tendencia a judicializar de forma prolongada casos penales, 
afectando derechos básicos de los justiciables y debilitando la confianza en el sistema 
de justicia.

No obstante, la aplicación de la Ley N.º 31751 ha generado una controversia 
significativa en el ámbito jurídico, dando lugar a un amplio debate entre doctrina-
rios, operadores justicia y académicos. Particularmente polémico ha sido el Acuerdo 
Plenario N.º 5-2023/CIJ-112, emitido por la Corte Suprema, el cual optó por una 
interpretación que pretendía ampliar el margen de suspensión de la prescripción más 
allá del límite establecido por la ley, en lo que diversos sectores han calificado como 
un ejercicio de activismo judicial que desborda los límites de la función jurisdiccional 
y compromete principios como el de legalidad, seguridad jurídica y subordinación a 
la ley (Tribunal Constitucional del Perú, 2024).

Frente a este escenario, el Tribunal Constitucional del Perú se pronunció me-
diante la sentencia N.º 174-2024-PHC/TC, reafirmando la constitucionalidad del 
límite de un año para la suspensión de la prescripción y estableciendo con claridad 
que la independencia judicial no habilita a los jueces para inaplicar normas legales vá-
lidas sin el correspondiente control de constitucionalidad. En su decisión, el Tribunal 
destacó que el respeto al principio de legalidad es condición indispensable para el fun-
cionamiento de una justicia penal coherente con los valores del Estado constitucional 
de derecho (Tribunal Constitucional del Perú, 2024).

El presente estudio tiene como objetivo central analizar con profundidad la 
constitucionalidad y legalidad del límite temporal de suspensión de la prescripción 
de la acción penal, conforme a la Ley N.º 31751, y evaluar críticamente las prácti-
cas judiciales que han intentado relativizar su aplicación mediante interpretaciones 
expansivas. El análisis se desarrolla bajo un enfoque cualitativo, con base en una 
revisión exhaustiva de doctrina especializada, normas penales y procesales vigentes, 
y jurisprudencia relevante, tanto nacional como internacional (Ferrero Costa, 2018; 
Binder, 2016). Se busca, así, aportar una reflexión jurídica rigurosa y propositiva que 
contribuya al fortalecimiento de una línea jurisprudencial coherente, predecible y 
respetuosa de los principios constitucionales.

La importancia de este estudio trasciende el plano puramente académico, ya que 
la interpretación y aplicación adecuada del plazo de suspensión tiene implicancias 
concretas en la administración de justicia penal, la protección de los derechos fun-
damentales de imputados y víctimas, y la lucha contra la impunidad. En efecto, ase-
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gurar que el sistema penal opere dentro de los límites legales fijados por el legislador 
no solo es una exigencia normativa, sino también una condición para el desarrollo 
democrático y el fortalecimiento institucional del país (Mir Puig, 2013).

La estructura del artículo comprende, en primer lugar, un marco teórico que 
aborda los conceptos clave vinculados a la prescripción penal, el principio de le-
galidad y la independencia judicial; en segundo lugar, una discusión crítica de los 
desarrollos jurisprudenciales recientes y su efectos; y finalmente, una sección de con-
clusiones y recomendaciones orientadas a promover una aplicación efectiva y consti-
tucionalmente coherente de la Ley N.º 31751, así como a preservar el equilibrio entre 
el poder punitivo del Estado y los derechos de las personas sometidas a proceso penal.

I.	 MARCO TEÓRICO: FUNDAMENTOS DEL LÍMITE A LA SUS-
PENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN PENAL

	 La prescripción de la acción penal como garantía constitucional

La prescripción de la acción penal constituye una institución jurídica que pone 
fin a la posibilidad de perseguir penalmente a una persona después de transcurrido 
un determinado lapso, sin que se haya dictado sentencia firme. Esta figura, presente 
en todos los sistemas jurídicos modernos, responde a varios fundamentos: el desgaste 
de la pretensión punitiva con el paso del tiempo, el debilitamiento de la necesidad de 
prevención y la protección del imputado frente a una persecución penal indefinida 
(Mir Puig, 2013).

En el sistema jurídico peruano, el artículo 80 del Código Penal establece el régi-
men general de prescripción, diferenciando entre la prescripción de la acción penal y 
la de la pena. La prescripción es considerada una expresión del principio de legalidad, 
en tanto determina los límites temporales del ejercicio del ius puniendi del Estado 
(Binder, 2016).

El principio de legalidad, consagrado en el artículo 2, inciso 24, literal d) de la 
Constitución Política del Perú y el artículo 1 del Título Preliminar del Código Pe-
nal, exige que ninguna persona sea sancionada sin ley previa, clara y escrita. En ese 
sentido, la regulación de los plazos de prescripción debe observar parámetros estrictos 
de legalidad, sin permitir márgenes amplios de interpretación judicial que puedan 
desvirtuar su función garantista (Pérez Manzano, 2015).

	 Suspensión de la prescripción: naturaleza jurídica y límites

La suspensión de la prescripción es una figura jurídica que detiene el curso del 
plazo prescriptorio por causas legales justificadas. Durante el tiempo que dura la sus-
pensión, el plazo no corre, pero al cesar la causa, se reanuda desde donde se detuvo. 
La jurisprudencia peruana ha señalado que la suspensión no puede entenderse como 
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una herramienta para neutralizar indefinidamente los efectos de la prescripción, ni 
como una forma de penalizar la inacción del Estado (Tribunal Constitucional del 
Perú, 2024).

La diferencia con la interrupción, donde el plazo vuelve a computarse desde cero, 
es fundamental. Mientras la interrupción implica la reactivación total del plazo, la 
suspensión solo implica una pausa temporal. Este matiz tiene implicancias prácticas 
relevantes para la protección de derechos fundamentales como el debido proceso y la 
presunción de inocencia.

	 Activismo judicial: concepto, ventajas y peligros

El activismo judicial, entendido como la tendencia de los jueces a interpretar de 
manera amplia la normativa para satisfacer valores constitucionales o llenar vacíos 
normativos, ha sido objeto de amplio debate doctrinal. En algunos casos, esta actitud 
puede contribuir al desarrollo progresivo del derecho; sin embargo, cuando se emplea 
para reinterpretar o ignorar leyes expresas, puede convertirse en una forma de suplan-
tación del legislador (Ferrajoli, 2011).

El peligro del activismo judicial excesivo radica en la afectación de la seguridad 
jurídica y la previsibilidad del sistema legal. En palabras de Barberis (2014), “los 
jueces deben interpretar, pero no reinventar la ley; deben aplicar principios, pero no 
sustituir al Parlamento”. En el contexto penal, donde rige el principio de interven-
ción mínima y estricta legalidad, los márgenes para el activismo judicial son aún más 
reducidos.

II.	 ANÁLISIS NORMATIVO DE LA LEY N.º 31751 Y ANTECEDEN-
TES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES.

	 Contexto legislativo y finalidad de la Ley N.º 31751

La Ley N.º 31751, promulgada en mayo de 2023, introdujo un cambio nor-
mativo relevante al establecer un plazo máximo de un año para la suspensión de la 
prescripción de la acción penal. Esta medida tuvo como objetivo corregir una prác-
tica judicial permisiva que permitía que los procesos penales se extendieran indefini-
damente bajo el argumento de suspensión, generando afectaciones al debido proceso 
y a la seguridad jurídica.

En los debates parlamentarios previos a su promulgación, se destacó que la norma 
tenía como propósito evitar abusos procesales y dotar de certeza temporal al ejercicio 
de la persecución penal. Así, se reafirmó la idea de que el Estado no puede mantener 
a una persona bajo investigación penal por un periodo indefinido, sin un límite claro 
(Congreso de la República del Perú, 2023).
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La ley fue también una respuesta legislativa a diversas observaciones doctrinales 
sobre la necesidad de establecer parámetros temporales definidos en materia de pres-
cripción. Como indica Ferrero Costa (2018), “la ausencia de límites precisos en la 
suspensión de plazos procesales genera zonas grises en el sistema penal, vulnerando 
garantías básicas del imputado” (p. 198).

	 Acuerdo Plenario N.º 5-2023/CIJ-112: interpretación judicial cuestio-
nada

Poco después de la entrada en vigor de la Ley N.º 31751, la Corte Suprema de 
Justicia del Perú emitió el Acuerdo Plenario N.º 5-2023/CIJ-112, cuyo contenido 
fue percibido como una forma de reinterpretación judicial expansiva del límite 
legal. En dicho acuerdo, se sostuvo que el plazo de un año debía interpretarse como 
no absoluto, permitiendo su extensión en casos excepcionales o de especial comple-
jidad.

Esta posición fue recibida con críticas tanto doctrinales como jurisprudenciales. 
Diversos autores advirtieron que dicha interpretación contradecía la letra de la ley y 
sentaba un peligroso precedente de activismo judicial en materia penal. Por ejemplo, 
Giampol Taboada Pilco (2025) argumenta que: “El Acuerdo Plenario no respeta la 
naturaleza restrictiva del derecho penal. Al relativizar el plazo de un año, reintroduce la 
incertidumbre jurídica que la Ley N.º 31751 pretendía erradicar” (p. 4).

Esta visión ha sido compartida por otros juristas que sostienen que los jueces 
no pueden reinterpretar plazos expresos mediante acuerdos plenarios, dado que eso 
implicaría una actividad normativa encubierta, violatoria de la división de poderes 
(Tomasevich, 2014).

	 Sentencia del Tribunal Constitucional STC N.º 174-2024-PHC/TC

Frente a la controversia interpretativa generada por el Acuerdo Plenario, el Tri-
bunal Constitucional del Perú emitió la Sentencia N.º 174-2024-PHC/TC, que de-
claró la constitucionalidad del límite de un año para la suspensión de la prescrip-
ción, ratificando su aplicación obligatoria para todos los operadores de justicia.

En esta decisión, el Tribunal afirmó que: “La independencia judicial no faculta a 
los jueces a apartarse del contenido expreso de la ley, menos aún en el ámbito del derecho 
penal, donde rige el principio de legalidad con mayor fuerza” (TC, 2024, p. 37).

El fallo representa una reafirmación de la supremacía de la ley sobre los cri-
terios judiciales y delimita de forma clara el alcance de la autonomía judicial, re-
cordando que esta debe ejercerse dentro del marco constitucional y no mediante 
interpretaciones que desnaturalicen el contenido normativo.
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La importancia de esta sentencia radica no solo en su contenido normativo, sino 
también en su valor simbólico: marcar un precedente vinculante que frena el ac-
tivismo judicial en temas de alta sensibilidad constitucional como la duración de 
la persecución penal.

III.	DISCUSIÓN CRÍTICA: ACTIVISMO JUDICIAL VERSUS SUPRE-
MACÍA DE LA LEY EN LA SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN 
PENAL

	 Definición y límites del activismo judicial en el contexto penal

El activismo judicial se refiere, en términos generales, a la actuación de los jueces 
cuando van más allá de la interpretación estricta de la ley, incursionando en ámbitos 
que podrían corresponder a la función legislativa o ejecutiva. En derecho penal, este 
fenómeno es especialmente delicado porque implica la posible afectación de dere-
chos fundamentales, como la presunción de inocencia y el debido proceso (Trujillo, 
2019).

Ferrajoli (2011) advierte que el activismo judicial en materia penal puede desvir-
tuar el principio de legalidad, convirtiendo a los jueces en “legisladores de hecho” y 
minando la confianza ciudadana en la imparcialidad y objetividad del sistema de jus-
ticia (p. 57). Esto es particularmente grave cuando el activismo conduce a decisiones 
que extienden la duración de la persecución penal sin base legal clara, como ocurrió 
con el Acuerdo Plenario N.º 5-2023/CIJ-112.

Es fundamental distinguir entre la interpretación judicial legítima –que bus-
ca adaptar la ley a casos concretos– y el activismo, que implica la modificación o 
inaplicación arbitraria de normas. En palabras de Barberis (2014): “La independen-
cia judicial debe ejercerse con respeto irrestricto a la ley. La función del juez es interpretar, 
no crear ni modificar la ley, y menos en materia penal, donde el principio de legalidad es 
una garantía fundamental” (p. 214)

	 Consecuencias del activismo judicial en la seguridad jurídica y los dere-
chos fundamentales.

La seguridad jurídica exige previsibilidad y estabilidad en las normas aplicables, lo 
cual se traduce en que los ciudadanos deben saber con certeza los límites temporales 
para la actuación del Estado en la persecución penal (García-Pablos, 2016). Cuando 
la suspensión de la prescripción puede extenderse indefinidamente, la certidumbre 
desaparece y la persona investigada queda sometida a un estado de indefinición pro-
longada que afecta su libertad, reputación y derechos básicos.

Espinoza (2019) enfatiza que procesos penales indefinidos generan “una carga 
emocional, social y económica desproporcionada para los imputados, vulnerando el princi-
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pio de presunción de inocencia y provocando una suerte de pena anticipada” (p. 89). Esta 
situación no solo perjudica al individuo, sino que también erosiona la legitimidad del 
sistema judicial.

Por ello, el establecimiento del límite máximo de un año en la suspensión de la 
prescripción representa un equilibrio necesario entre la eficacia del sistema penal y 
la protección de los derechos fundamentales. La ausencia de límites claros permite 
la discrecionalidad ilimitada, lo que es contrario a la función del derecho penal, que 
debe ser una herramienta de justicia y no de arbitrariedad (Binder, 2016).

	 La función del Tribunal Constitucional como garante de la supremacía 
normativa

El rol del Tribunal Constitucional en este debate ha sido crucial para restablecer 
el orden normativo y la coherencia jurídica en la materia. La sentencia STC N.º 174-
2024-PHC/TC reafirmó que los jueces deben actuar “dentro del marco constitucional 
y legal, evitando la discrecionalidad que atente contra el Estado de Derecho” (TC, 2024, 
p. 37).

Este pronunciamiento se alinea con la doctrina internacional sobre derechos hu-
manos, que subraya la necesidad de límites claros en la duración de los procesos pe-
nales para evitar arbitrariedades y garantizar el derecho a un juicio dentro de un plazo 
razonable (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2018).

Además, el Tribunal recordó que la independencia judicial es un principio para 
garantizar la imparcialidad y autonomía del juez, pero no un permiso para la rein-
terpretación arbitraria de normas legales. Esta distinción es clave para preservar la 
división de poderes y la jerarquía normativa.

	 Reflexión crítica sobre la jurisprudencia y sus implicancias

La intención del Acuerdo Plenario N.º 5-2023/CIJ-112 de proteger la justicia 
material y la seguridad pública, aunque legítima, no justifica la transgresión del prin-
cipio de legalidad. Como señala Giammpol Taboada Pilco (2025), “los fines loables 
no pueden ser alcanzados a costa de la violación de garantías constitucionales” (p. 7).

Por otro lado, la actitud expansiva de algunos jueces puede interpretarse como 
una reacción a la presión social y política por sancionar delitos complejos o de alta 
connotación pública, lo que puede generar un riesgo de decisionismo judicial –
tomar decisiones basadas en preferencias subjetivas más que en la ley (Villanueva, 
2017).

En ese sentido, el respeto al límite de un año es una protección para evitar el 
abuso de poder y asegurar que la persecución penal se realice dentro de parámetros 
razonables y legalmente establecidos.
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	 El equilibrio entre eficacia penal y garantías procesales

Un aspecto crucial en el debate es cómo lograr el balance entre la necesidad de 
perseguir efectivamente los delitos y proteger los derechos de los imputados. La ley 
N.º 31751 y su interpretación constitucional buscan evitar que la persecución se 
vuelva indefinida, pero también reconocen que en casos complejos se requieren me-
canismos procesales adecuados para no sacrificar la investigación.

En este sentido, Ferrero Costa (2018) propone que se deben implementar pro-
cedimientos procesales especiales que permitan “la diligencia y celeridad necesarias sin 
prolongar arbitrariamente los plazos de suspensión” (p. 204). Esto incluye la mejora en 
la gestión judicial, protocolos claros y capacitación constante.

IV.	CONSECUENCIAS PRÁCTICAS Y SOCIALES DE LA SUSPEN-
SIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN PENAL Y EL ACTIVISMO JUDI-
CIAL

	 Efectos en la confianza ciudadana hacia el sistema de justicia

La percepción pública sobre la justicia penal es un factor fundamental para la 
legitimidad del Estado de Derecho. Cuando se observa un activismo judicial que 
permite suspensiones prolongadas de la prescripción sin límites claros, se genera una 
sensación de arbitrariedad y abuso de poder (Tyler, 2014).

Según estudios de confianza institucional, la población tiende a desconfiar de un 
sistema judicial que parece no respetar las reglas establecidas, afectando la coopera-
ción ciudadana con la justicia y la disposición para denunciar delitos (González & 
Martínez, 2020). Esto es particularmente relevante en países donde la corrupción y 
la impunidad son preocupaciones latentes.

	 Consecuencias para los derechos de las personas investigadas

La indefinición temporal en los procesos penales puede resultar en un daño irre-
versible para las personas investigadas. Más allá del daño reputacional, está el desgaste 
psicológico, social y económico que implica ser objeto de investigación por periodos 
extensos (Rodríguez, 2017).

La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos enfatiza la ne-
cesidad de garantizar un juicio dentro de un plazo razonable para evitar este tipo de 
perjuicios (ECHR, 2010). La ausencia de límites claros para la suspensión puede 
convertirse en una forma de castigo anticipado que no respeta la presunción de ino-
cencia.

	 Repercusiones en la administración de justicia

La prolongación indefinida de procesos penaliza la eficiencia del sistema judicial, 
saturando los tribunales y generando retrasos que afectan a todos los involucrados 
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(López & Sánchez, 2018). El activismo judicial que permite suspensiones ilimitadas 
podría incentivar la dilación como estrategia procesal, desvirtuando el principio de 
celeridad.

Además, genera un ambiente de inseguridad jurídica donde los operadores de 
justicia no tienen parámetros claros para la actuación, lo que puede desembocar en 
decisiones inconsistentes y contradictorias.

	 Implicancias sociales y comunitarias

Desde una perspectiva social, el retraso en la resolución de casos afecta la cohe-
sión comunitaria y la percepción de justicia. Cuando la ciudadanía observa que las 
causas penales se prolongan sin una resolución, disminuye la sensación de seguridad 
y aumenta la desconfianza en las instituciones (Campos, 2019).

Esto puede desencadenar reacciones sociales adversas, como la justicia por mano 
propia o la apática aceptación de la impunidad, ambas dañinas para el tejido social.

	 Propuestas para un sistema equilibrado

Diversos autores proponen medidas para evitar el activismo judicial desmedido y 
garantizar el respeto a los plazos legales sin afectar la eficacia de la persecución penal. 
Entre ellas destacan:

•	 Protocolos claros y uniformes para la aplicación de la suspensión, con contro-
les estrictos (Morales, 2020).

•	 Capacitación continua a jueces y fiscales para fortalecer la interpretación res-
trictiva y basada en el principio de legalidad (Vega & Ríos, 2021).

•	 Mejoras en la gestión procesal, con uso de tecnología para agilizar procesos 
(Fernández, 2019).

•	 Mayor supervisión institucional y mecanismos de rendición de cuentas para 
detectar y sancionar abusos (Cáceres, 2022).

	 CONCLUSIÓN

El análisis realizado en este estudio confirma que la Ley N.º 31751, al establecer 
un plazo máximo de un año para la suspensión de la prescripción de la acción penal 
en el Perú, responde adecuadamente a la necesidad de garantizar la seguridad jurídi-
ca y evitar procesos penales indefinidos que vulneren derechos fundamentales. Los 
hallazgos evidencian que este límite temporal es constitucionalmente válido y legal-
mente necesario para preservar el equilibrio entre la eficacia de la persecución penal 
y la protección de las garantías procesales, como el debido proceso, la presunción de 
inocencia y la independencia judicial.
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La investigación pone en evidencia que las interpretaciones expansivas promovi-
das por el Acuerdo Plenario Nº 5-2023/CIJ-112, que intentaron prolongar indefini-
damente la suspensión, representan un activismo judicial que contraviene el princi-
pio de legalidad y amenaza la estabilidad normativa. Esta práctica, aunque motivada 
en la búsqueda de una justicia material, puede derivar en arbitrariedad, inseguridad 
jurídica y menoscabo de la confianza ciudadana en el sistema judicial. En contrapo-
sición, la sentencia del Tribunal Constitucional Nº 174-2024-PHC/TC reafirma la 
supremacía de la ley y la obligatoriedad de respetar el límite temporal, sentando un 
precedente fundamental para la consolidación del Estado de Derecho en el país.

Además, el estudio destaca la relevancia social y práctica del límite establecido, 
ya que no solo protege a los imputados de procesos interminables y daños colaterales, 
sino que también mejora la percepción pública sobre la justicia penal, contribuyen-
do a la legitimidad institucional y a la cohesión social. Sin embargo, se reconoce 
que el reto consiste en implementar esta norma con mecanismos procesales que no 
obstaculicen la investigación adecuada de delitos complejos ni la efectividad en la 
persecución penal.

Finalmente, esta investigación abre líneas futuras de estudio orientadas a evaluar 
empíricamente los efectos de la Ley N.º 31751 en la duración real de los procesos 
penales y en la percepción ciudadana, así como a analizar comparativamente expe-
riencias internacionales en materia de prescripción penal y límites a la suspensión. La 
consolidación de un sistema penal equilibrado, respetuoso de derechos y eficiente, 
constituye un objetivo fundamental para el desarrollo democrático y la justicia en el 
Perú.
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